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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE REFORMA EL ARTÍCULO 8º DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO LUIS MALDONADO VENEGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE CONVERGENCIA, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 18 DE AGOSTO DE 2004 

El suscrito, diputado Luis Maldonado Venegas, en nombre del grupo parlamentario de Convergencia de la LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta honorable Comisión Permanente del Congreso de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo octavo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El artículo octavo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 

"Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. 

"A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario."
Sin embargo, es común en la práctica que esta garantía constitucional sea vulnerada por las autoridades en perjuicio de los ciudadanos, ya que o no se le da contestación al peticionario por no considerarse autoridades responsables o se les da respuesta en el tiempo que a su buen entender consideren las autoridades, produciendo un agravio o lesión a la esfera jurídica del gobernado, que si bien es susceptible de impugnación a través del juicio constitucional, ello conlleva demorar el cumplimiento de un derecho que la Ley Fundamental otorga a los ciudadanos. 

Al respecto, es indispensable precisar que por acto de autoridad se entiende cualquier hecho voluntario, negativo o positivo, imputable a un órgano del Estado, que se imponga de forma imperativa, unilateral o coercitiva, por el que se pretendan imponer obligaciones, modificar las existentes o limitar los derechos de los particulares. No obstante, los actos de autoridad no son únicamente los que emiten las autoridades establecidas de conformidad con las leyes, sino también deben considerarse como tales los que emanen de autoridades de hecho, que se encuentran en posibilidad material de obrar como individuos que expidan "actos públicos". 

Relacionando lo expresado con los artículos primero y décimo primero de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República, se desprende que el juicio de amparo tiene por objeto resolver las controversias que se susciten por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales. 

Y que es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado. Por tanto, las autoridades pertenecientes a la Administración Pública Federal, estatal y municipal de conformidad con la Ley Reglamentaria del Título Cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las faculta para realizar una función pública y, por ende, cumplir con la garantía prevista en el artículo octavo constitucional, de ahí la importancia de modificar el segundo párrafo del artículo en mención, con el fin de que no exista duda respecto a qué autoridades están obligadas a respetar esta garantía constitucional. 

Asimismo, es indispensable dejar establecido en el texto constitucional que se propone modificar, el imperativo de que las autoridades deben dar cabal cumplimiento a lo previsto por el artículo octavo constitucional, puesto que el artículo establece dos requisitos formales que deben existir en forma concomitante para que las autoridades den cumplimiento a la garantía del derecho de petición, y que son, dar contestación por escrito y hacerla del conocimiento, ambos en breve término, lo que implica para las autoridades dar contestación al escrito de petición del ciudadano y hacer del conocimiento del peticionario la respuesta de la autoridad de manera personal. 

Ahora bien, el breve término a que alude el texto constitucional no puede dejarse al libre albedrío de las autoridades, puesto que en esencia gobiernan para los ciudadanos, de tal manera que, considerando el avance de la tecnología moderna y la necesidad de consolidar nuestro régimen democrático, se propone que el breve término debe circunscribirse a 15 días naturales. 

Por lo anteriormente expuesto se presenta ante esta soberanía el siguiente proyecto de decreto que modifica el párrafo segundo del artículo octavo constitucional 

"Los funcionarios y empleados de la administración pública federal, estatal y municipal, respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. 

"A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de dar respuesta a más tardar en 15 días naturales a partir de la fecha de recepción del escrito de petición y de manera personal".
Dado en la residencia de la H. Comisión Permanente del Congreso de la Unión, el 18 de agosto de 2004. 

Dip. Luis Maldonado Venegas 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Agosto 18 de 2004.) 
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